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Resumen. Se busca con el presente trabajo ofrecer un tratamiento distinto 

en la pena de prisión para el delito de la inasistencia alimentaria en Colombia, 

dadas las circunstancias legítimas de éste punible que vulnera directamente a la 

familia por un lado y afecta gravemente los derechos fundamentales en el caso de 

los menores de edad. De ésta manera se busca desde una perspectiva 

Constitucional, doctrinal y legal llegar a un punto de encuentro donde sea más 

efectiva la medida de cara a proveer los alimentos por parte de los padres o hijos 

según el caso y de otro lado evitar ahondar en la desintegración de una familia 

que por cualquiera razón terminan en instancias judiciales; para implementar éstas 

medidas el Estado cuenta con herramientas eficaces para su cabal cumplimiento.   

 

Palabras claves: Alimentos, sustraer, base de datos, familia, prisión, 

menores de edad. 

 

Summary. With this work is wanted to offer a different treatment to penalty 

prison for the crime of providing maintenance in Colombia the legitimate 

circumstances of it that violates directly to the family and affects fundamental rights 
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seriously in the case of underage. In this way is wanted constitutional, doctrinal 

and legal perspective reach a meeting point where is more effective step to provide 

food from the parents or children according to the case. On another hand to avoid 

delving in to the disintegration of a family for any reason end up in judic instances 

to implement this measure´s the state has effective tools for full compliance. 

 

Key words: food, subtract, database, Family, prison, underage. 

 

 

 INTRODUCCIÓN 

 

La inasistencia alimentaria en Colombia está penalizada (art. 233 ley 

599/2000), se trata de una conducta punible de mayor entidad que por su misma 

condición vulnera derechos fundamentales, aunado a ello tenemos que de manera 

significativa se viola estos derechos, esencialmente contra los menores de edad 

(art. 44 de la C. P., Sentencia T-872/2010, entre otras). Es comprensible indicar 

que ésta trasgresión a la norma penal vigente genera una serie de amenazas en 

las que está comprometido el individuo, la familia, la sociedad y el Estado, en 

especial la familia es quien resulta sensiblemente lastimada y en la mayoría de los 

casos que se adelanta por vía judicial termina desintegrada. 

 

El presente trabajo está dirigido en alcanzar un tratamiento alternativo de 

cara a mejorar las condiciones dignas de ésta población, donde resulte más 

beneficioso a cualquier padre o madre de familia dar alimentos legalmente debidos 

a sus hijos y que puedan disponer de sus derechos como padres si así lo desean, 

establecer parámetros claros y definidos aquí no existe cabida para la impunidad 

por el contrario se pretende asignar en cada caso particular soluciones de mayor 

efectividad y por otro lado a que las partes respondan asertivamente a las 

necesidades de sus obligaciones. Cabe indicar que dentro de ésta propuesta se 

debe continuar con las penas intramurales, solo que debe ser la última opción que 



las autoridades tomen para castigar estas conductas y no la primera como hoy se 

aplica. 

 

Sin embargo creemos que los esfuerzos por disminuir el índice creciente de 

éste delito donde están inmersos los miembros de una misma familia no es la vía 

de una justicia represiva sino de proponer un sistema moderno y paralelo a las 

necesidades de la sociedad, empleando las herramientas de punta que maneja el 

Estado, esa es una razón valedera que proponemos en éste trabajo de 

investigación, sabemos que existe una especie de base de datos como el SISPRO 

(Sistema integral de información de la protección social), que ya está 

implementado, que es manejado por el Ministerio de Salud y la protección Social, 

adicionalmente permite obtener, procesar y consolidar la información necesaria 

para la toma de decisiones que apoyen la elaboración de políticas, monitoreo 

regulatorio, en los procesos esenciales requeridos, quiere decir que todas las 

personas que se encuentren reportadas por este delito automáticamente quedan 

registradas en esta gran base de datos (algo así como lo que sucede con data 

crédito). 

 

Éste tema tiene por objeto desarrollar unas circunstancias precisas que 

requieren particularmente toda la atención de la sociedad y el Estado, donde se 

afecte a la persona que ha vulnerado el ordenamiento jurídico penal, con medidas 

administrativas y no coercitivas, de ésta manera, una persona con sentencia 

debidamente ejecutoriada en el delito de inasistencia alimentaria se enfrenta al 

reporte en la base de datos SISPRO y con ello a las sanciones administrativas que 

en nuestro criterio son: Descuento automático de todo cuanto corresponda a su 

salario, descuentos a las ayudas, subsidios, patrocinios y demás beneficios que le 

otorga el Estado, descuento automático por ejecución y celebración de contratos, 

obras, publicaciones y demás actos que le generen ganancias económicas, 

quienes son independientes en su actividad laboral e incumplan con ésta 

obligación, verán afectados sus intereses a la hora de recibir beneficios de becas 



en centros educativos, acceso a préstamos financieros con las corporaciones 

públicas y privadas, subsidios de vivienda. 

 

Consecuente con el delito de la inasistencia alimentaria, está intrínseca una 

contingencia adicional que afecta considerablemente los intereses de la sociedad, 

es sabido que cada persona que se encuentra privada de la libertad en un 

establecimiento carcelario o penitenciario demanda un costo económico muy 

elevado para el Estado, esto sin contar con el hacinamiento carcelario que 

diariamente crece en el país y las consecuencias que ésta población genera en 

temas como la salubridad, higiene, seguridad, entre otras. 

 

Sin embargo, somos conscientes que con ésta propuesta no terminará 

definitivamente éste inconveniente, es apenas natural que algunas personas no se 

acojan al sistema, por colocar un ejemplo los trabajadores independientes,  

 

Muchos casos van a ser burlados con el sistema aquí propuesto, en ésta 

eventualidad es donde debe operar como ultima ratio la prisión intramural, hemos 

creído que definitivamente va a ser un sector muy inferior al que hoy se maneja en 

este tipo de delitos. Pero aún así habrá mayor efectividad en los alimentos de los 

menores de edad y se evitará muchos casos que hoy están en la impunidad 

simplemente porque hay una conformidad con lo poco o nada que les ofrece el 

padre cualquiera sea que deba dar los alimentos. 

 

 

METODOLOGÍA 

 

En el presente trabajo de investigación se ha utilizado una metodología de 

carácter analítico-descriptivo, utilizando para ello el método inductivo, por medio 

del cual se utilizaron sentencias provenientes de la Corte Suprema de Justicia y de 

la Corte Constitucional colombianas, revistas nacionales e internacionales, donde 



fundamentamos los estudios en estas materias (Inasistencia Alimentaria), 

conjuntamente se buscó algunos conocimientos doctrinarios en aras de reforzar 

nuestros propios conceptos. 

 

Se tomo para éste trabajo la ley 599 de 2000, el título VI “Delitos contra la 

familia”, capítulo cuarto “de los delitos contra la asistencia alimentaria” artículo 

233, específicamente para menores de edad. Está diseñado para que la última 

razón de los transgresores sea la prisión y se busca otras medidas alternas que 

sean menos coercitivas, teniendo en cuenta que aquí están involucrados los 

miembros de una misma familia, es decir los padres e hijos. 

 

Adicionalmente nos permite formular aportes significativos al tratamiento de 

esta clase de conducta donde ya se han realizado distintos estudios en búsqueda 

de soluciones eficaces para este tipo de delitos, lo que pretendemos con ésta 

metodología es desarrollar unos criterios claros y definidos, donde la prisión sea la 

última razón que las autoridades encuentren para castigar a una persona que 

como lo hemos advertido tantas veces, hace parte de un mismo núcleo familiar 

(padres e hijos). 

 

Es así como se logra un concepto integral para la elaboración y sustentación 

del trabajo, la investigación recoge suficiente información, donde cada uno de los 

temas es analizado y justificado conforme a la constitución y a la ley vigente. Esa 

es la razón por la cual hemos empleado un método inductivo donde los 

enunciados vayan de lo particular a lo general. 

 

    

RESULTADOS 

 

El derecho penal colombiano contempla tres clases de penas principales: La 

prisión, la multa y la privativa de otros derechos, es decir que para algunos delitos, 



se aplica solamente la pena de prisión (artículo 103 de la ley 599 de 2000); para 

otros delitos se aplica solamente la pena de multa (artículo 295 de la ley 599 de 

2000); para otros delitos la pena de prisión y la multa simultáneamente (artículo 

246 de la ley 599 de 2000) y, para un tercer grupo se aplica la pena de prisión, 

multa y privativa de otros derechos todos en una misma pena (artículo 397 de la 

ley 599 de 20003). 

 

En este sentido tenemos que el delito de inasistencia alimentaria (artículo 

233 de la ley 599 de 2000), se encuentra en el segundo grupo de las penas 

principales, lo que indica que además de la pena de prisión tiene contenida la 

pena de multa, para contextualizar de manera global el presente trabajo, nos 

permitimos ilustrar los antecedentes y referencias penales que en materia de 

inasistencia alimentaria se ha regulado en Colombia. 

 

I. Antecedentes históricos de la Inasistencia Alimentaria en 

Colombia 

 

Esta conducta es relativamente nueva en el ordenamiento penal colombiano 

(setenta (70) años de vigencia), aquí está la evolución que adquiere su génesis en 

el año 1946 y se prolonga hasta nuestros días:  

 

1º. Ley 83 de 1946, artículo 78, “El padre sentenciado a servir una pensión 

alimenticia y que pudiendo no la cumpla durante tres meses, será condenado a 

pagar una multa de diez pesos a trescientos pesos, o a sufrir prisión de un mes a 

un año”. 

 

2º. Decreto 1699 de 1964, artículo 27 “El que sin causa justificada, deje sin 

asistencia económica o moral a personas a quien esté obligado a prestarla, 

incurrirá en arresto de seis (6) meses a dos (2) años.” 
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3º. Ley 75 de 1968, artículos 40 al 49 “ARTICULO 40 Quien se sustraiga, sin 

justa causa, a las obligaciones legales de asistencia moral o alimentaria debidas a 

sus ascendientes, descendientes, hermanos o hijos adoptivos, o al cónyuge, aun 

el divorciado sin su culpa o que no haya incurrido en adulterio estará sujeto a la 

pena de seis meses a dos años de arresto y multa de mil pesos a cincuenta mil 

pesos.” 

 

4º. Decreto 100 de 1980, artículo 263 “INASISTENCIA 

ALIMENTARIA. <Decreto derogado por la Ley 599 de 2000> El que se substraiga 

sin justa causa a la prestación de alimentos legalmente debidos a sus 

ascendientes, descendientes, adoptante o adoptivo o cónyuge, incurrirá en arresto 

de seis (6) meses a tres (3) años y multa de un mil a cien mil pesos.” 

 

5º. Ley 599 de 2000, artículo 233 “INASISTENCIA ALIMENTARIA. <Artículo 

modificado por el artículo 1 de la Ley 1181 de 2007. El nuevo texto es el 

siguiente:> El que se sustraiga sin justa causa a la prestación de alimentos 

legalmente debidos a sus ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, 

cónyuge o compañero o compañera permanente, incurrirá en prisión de dieciséis 

(16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a 

treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses y 

multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes cuando la inasistencia alimentaria se cometa contra un 

menor. 

 

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible. Aparte 

tachado INEXEQUIBLE> Para efectos del presente artículo, se tendrá por 

compañero y compañera permanente únicamente al hombre y la mujer que forman 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1181_2007.html#1


parte de la Unión Marital de Hecho durante un lapso no inferior a dos años en los 

términos de la Ley 54 de 1990. 

 

PARÁGRAFO 2o. En los eventos tipificados en la presente ley se podrá 

aplicar el principio de oportunidad. 

 

 

II. La Inasistencia Alimentaria (Ley 599 de 2000, Artículo 233) 

 

Tipo penal de mera conducta 

Es un tipo de conducta permanente 

Es un delito de omisión 

El sujeto activo es indeterminado 

El sujeto pasivo es indeterminado 

El verbo rector es “Sustraer” (“El que se sustraiga sin justa causa…”) 

La pena es de prisión y multa 

Pena de 32 a 72 meses de prisión (cuando se trata de menores de 

edad) 

Multa de 20 a 37.5, S.M.L.M.V. (cuando se trata de menores de edad) 

 

Para desarrollar éste trabajo de investigación es necesario determinar dos 

aspectos principales de un lado establecer unos parámetros de mayor efectividad 

de cumplimiento por parte de los infractores, para ello se debe contar con los 

medios disponibles y tecnologías de punta aplicables, de otro lado articular los 

mecanismos para que se cumpla con rigor la conducta propiamente dicha de la 

inasistencia alimentaria en lo que respecta a las necesidades jurídicas (Franco R. 

S., 2014). Desde ésta óptica propendemos por que la justicia colombiana se 

integre a uno de los programas que tenga amplia información y que pueda ser 

consultado de manera fácil, ágil y eficiente por cualquier ciudadano, bajo el 

entendido de una información muy general (Juzgado que conoce, porcentaje a 



cancelar, cuenta bancaria, tiempo y el delito) en todo caso debe quedar claro que 

esa persona que aparece en el sistema de información es la misma que está en 

deuda con la justicia y especialmente con su familia por el delito de inasistencia 

alimentaria. 

 

Ésta es una conducta con altos índices de violación que se presenta en 

Colombia, las razones son diversas y no valdría la pena ahondar en ello, nuestro 

propósito es crear un mecanismo que alivie las tensiones que se suscitan al 

interior de una o varias familias cuando llega a los estrados judiciales, el conflicto 

que surge de las medidas coercitivas terminan generando discordias en ocasiones 

irreconciliables entre la misma familia, por eso consideramos que una de las 

fórmulas efectivas para manejar estas conductas es inicialmente censar a todas 

las personas que trasgredan el delito de inasistencia alimentaria y registrarlas 

dentro de un sistema donde puedan ser fácilmente ubicadas de cara a cumplir la 

pena impuesta por el Juez a través de cancelar una suma de dinero de acuerdo a 

su capacidad o su salario según lo establezca la sentencia, estamos frente a una 

violación de los derechos fundamentales tratándose de los menores de edad 

(Pianetta, 2012), es una obligación de Estado fijar instrumentos adecuados e 

idóneos que eviten que éstas conductas continúen siendo burladas como sucede 

en la actualidad por parte de un número muy importante de la sociedad.  

 

Uno de los mecanismos ya implementados y que actualmente utiliza el 

Estado colombiano es el SISPRO (Sistema integral de información de la 

protección social4), este sistema es una herramienta que permite obtener, 

procesar y consolidar la información necesaria para la toma de decisiones que 

apoyen la elaboración de políticas, monitoreo regulatorio y la gestión de servicios 

en cada uno de los niveles y en los procesos esenciales del sector: 

aseguramiento, financiamiento, oferta, demanda y uso de servicios. Suministra 

información para toda la ciudadanía, sirve para recoger información de varias 
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fuentes, obedeciendo a un marco conceptual que define la Protección Social como 

dos formas de protección a los ciudadanos: el aseguramiento y la asistencia 

social. 

 

Con éste sistema implementado por el Ministerio de Salud y de la Protección 

Social, no se requiere instituir nuevos procedimientos, solo obtener el permiso del 

mismo Estado para utilizar esa base de datos e ingresar las personas que hayan 

sido juzgadas y condenadas por el delito de Inasistencia Alimentaria. Como se ha 

señalado estamos frente a un delito que afecta derechos fundamentales de los 

niños, sobre éste particular sostiene Pedro Lafont Pianetta:  

 

“En primer lugar, solo prevé el derecho de los niños,  

niñas o adolescentes a que “crezcan en el seno de la familia y 

de la comunidad en un ambiente de felicidad, amor y 

comprensión”, sino que también señala algunos elementos de 

estos derechos…” “…Así mismo, se señala que los niños, niñas 

y adolescentes tienen derecho a  los alimentos y demás medios 

para su desarrollo físico, síquico, espiritual, moral cultural y 

social de acuerdo con la capacidad económica del alimentante” 

indicando que “se entiende por alimentos todo lo que es 

indispensable para el sustento habitación, vestido, asistencia 

médica, recreación, educación o instrucción, y en general  todo 

lo que es necesario para el desarrollo integral de los niños, 

niñas y adolescentes”  incluyendo “la obligación de 

proporcionar a la madre los gastos de embarazo y parto” (Art 

24 del C.I.A)  

 

es así como un padre o madre de familia que se sustraiga sin justa causa de 

los alimentos de sus hijos en principio se aplicará unas medidas administrativas 

que le permiten continuar con su vida cotidiana sin que se vulneren otros derechos 



para el actor como es su libertad, derecho a continuar con su trabajo, a una vida 

digna y a sus actividades habituales.  

 

En Colombia existe un alto grado de incumplimiento por parte del sujeto 

activo en la inasistencia alimentaria, de acuerdo a la ley 640 de 2001, artículo 35 

“requisito de procedibilidad”, éste es uno de los exigencias para iniciar una 

demanda por “Inasistencia Alimentaria”, pero sucede que ante este primer trámite 

que indica la ley el sujeto activo pacta el compromiso de dar alimentos a su hijo, 

pero más adelante por alguna circunstancia incumple con su obligación por 

distintas razones, una entre las más conocidas, es una nueva relación sentimental, 

donde se da prioridad sobre sus hijos (SanMartín, 2007). Resulta innecesaria la 

adecuación de medidas legales para frenar el índice creciente y rampante de éste 

delito, la pluralidad de normas en éste sentido habla por sí mismo, aquí se 

requiere medidas eficientes que alivien considerablemente la vulneración a las que 

se exponen las niñas, los niños y adolescentes, es una necesidad primordial que 

demanda urgentes cambios, de lo contrario continuará presentándose este delito 

que además de ineficaz en su tratamiento se mantiene en una curva ascendente, 

cada vez son más comunes los casos de embarazos no deseados y las nuevas 

tendencias nos muestran padres cada vez son más jóvenes, por fortuna tenemos 

que admitir que son pocos los casos en materia de adopción, allí especialmente 

los padres mantienen un alto grado de responsabilidad y afectos hacia sus hijos 

(Franco, 1999).    

 

El Sistema integral de información de la protección social (SISPRO) está 

diseñado precisamente para lo que hemos venido sosteniendo, es decir, que 

puede ajustarse con la información del delito de inasistencia alimentaria como ya 

se ha reiterado, solo necesita adherirse a un programa preestablecido, aperturarse 

e ingresar los datos y con ello cualquier entidad o empleador saben al instante los 

descuentos que deben ejecutar a sus empleados o contratistas. En síntesis una 

vez conocida la sentencia proferida por un Juez de la República debidamente 



ejecutoriada y en firme, ésta persona ingresa al sistema quedando 

automáticamente reportada y desde ese mismo instante o cuando el Juez lo 

considere oportuno entrará a regir la medida, basta simplemente conectar el 

sistema judicial para este tipo de delitos donde está comprometida la familia y los 

derechos fundamentales  de la misma (Raúl Eduardo Miranda Luna, Roberto 

Enrique Rodriguez Melendez, 2002), una vez incorporada esta red se alimentará 

con los datos de las personas condenadas y sistemáticamente arrojará la 

publicidad de esa información. 

 

La gran controversia que tratamos de resolver es que con la implementación 

de éste sistema se evite vulnerar los derechos de la familia, especialmente de las 

niñas, niños y adolescentes, evitar el daño sicológico y material al interior de la 

misma que por éstas razones se puedan desprender de los pleitos judiciales, 

prevenir el aumento en los índices de impunidad que emergen a causa del delito 

en referencia, frenar la congestión de estos procesos en los despachos judiciales, 

activar los mecanismos de participación para que todas las madres o padres 

afectados se animen a denunciar y encontrar soluciones concretas a sus 

necesidades, disminuir de manera considerable el hacinamiento en los 

establecimientos carcelarios y penitenciarios del país y especialmente evitar que la 

persona actora asuma las consecuencias penales que hoy estipula nuestro 

ordenamiento penal, situación que además de privarlo de su derecho fundamental 

a la libertad, le cercena otros derechos claramente establecidos en la constitución 

política y las leyes (derecho al buen nombre, a una vida digna, al trabajo5, etc). 

 

En últimas el núcleo familiar es quien resulta más afectado, la privación de la 

libertad de uno de sus integrantes por más justificada que ésta sea, es clara 

afrenta que crea internamente animadversión, el desprendimiento de esa relación 

se hace más evidente y por lo mismo hostil, poco ayuda a tejer los lasos de 

amistad que requiere los menores con sus padres, aquí se incluye todos incluso 
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los adoptivos (Zannoni, 1981), pasando por los menores delincuentes, 

absolutamente todos, desde luego existe una solución económica a las 

necesidades físicas del alimentado pero que tiene unas consecuencias altas en su 

relación afectuosa.  

 

1. A pesar de los avances de nuestra legislación en materia 

Constitucional y penal por el delito de inasistencia alimentaria se observa 

que los mecanismos estructurales no son los más eficaces al momento de 

dar aplicación a las necesidades de la sociedad, en este caso particular los 

índices de impunidad están presentes, la permisividad y derechos de los 

actores pareciese estar por encima de los derechos fundamentales de los 

menores de edad, ni que decir de los menores delincuentes que con ese 

pretexto son abandonados por sus padres, cuando en realidad es el 

momento más sensible que requiere un niño, niña o adolescente en su 

formación, como señala el maestro (Pavajeau, 2007) 

  

 

“La represión y muy especialmente el encarcelamiento es 

un último recurso en los términos de la regla 17.1,c, pues 

implica descartar previamente la existencia de “otra respuesta 

adecuada”, que se constituye como un acto concreto reducido 

exclusiva y excluyentemente a la competencia de la autoridad 

judicial”. 

 

Las directrices de la RIAD son muy claras en demandar 

específicamente que el tratamiento debe ser protector y no 

represivo como aquel que se ha instaurado, por virtud de la 

retribución y prevención general en el estatuto de Roma”. 

 

 



Aquí es donde aparece la figura del defensor de familia, quien juega un papel 

importante y muy delicado a la hora de velar por los derechos fundamentales de 

los niños, niñas y adolescentes, la constitución política le exige su especial 

cuidado en esa función que además de administrativa contiene representación 

oficiosa, es decir que es obligatoria y gratuita por parte de Estado, especialmente 

en lo que respecta a los alimentos y de guardador para los intereses del menor 

(Gónzalez, 2005).  

 

La implementación de éste nuevo sistema para el delito de la inasistencia 

alimentaria busca que la pena de prisión en cualquiera de sus formas, sea la 

última opción que encuentren las personas para cumplir con la obligación de dar 

alimentos, jamás se pretende eliminar el artículo 233 de la ley 599 de 2000, 

creemos que debe continuar allí vigente, la propuesta se fundamenta en tomar 

otras medidas alternas al momento de obtener la cuota alimentaria para favorecer 

los intereses de la familia (Medina, Derecho de familia, el drama constitucional de 

los derechos, 2009), pero en todo caso si persiste la negación o la imposibilidad 

de lograr ese resultado por parte del actor ineludiblemente éste será sometido a la 

pena de prisión conforme lo dispone el actual ordenamiento penal.  

 

Las sanciones alternativas que se someten los trasgresores por la violación 

del delito de inasistencia alimentaria en Colombia son similares a las que hoy 

emplea un Juez de familia (Rincon, 2003), mediante el embargo a la persona 

infractora, consideramos que la distinción en éste sistema posee una cobertura 

más amplia, pensaríamos en una persona que posee un empleo permanente 

ejemplo un empleado de planta del sector público o privado, un miembro de las 

fuerzas armadas, etc, con estas personas se diría que no hay problema alguno, 

pero si pensamos en alguien que permanentemente está cambiando de empleo 

por ejemplo un contratista que hoy está empleado pero mañana no sabemos, esa 

persona que está incluida en la base de datos el Estado no estará persiguiéndola 

para hacerle cumplir su obligación de dar alimentos, sino que mediante el contrato 



que suscribió deberá estar descontada la cuota que la justicia le ha impuesto, de 

otro lado están los independientes pero que son dueños de grandes, medianas o 

pequeñas empresas en igual proporción a su patrimonio la DIAN y aquellas 

entidades con las que realice manejos financieros deberán descontar y realizar la 

respectiva consignación a la cuenta bancaria que también aparecerá en la base de 

datos del SISPRO.    

 

En síntesis la desigualdad entre los hijos quedó atrás, hoy todos gozan de 

los mismos beneficios (consanguíneos, civiles o legales, delincuentes, de otra 

religión, sexo, color, etc), de suerte que no existe ninguna clase de discriminación 

y menos excusa alguna para sustraerse de los alimentos, aquí no se requiere de 

grandes estudios o desvíos legales para faltar a los compromisos del cuidado y 

protección de los hijos (Alberto, 2008). 

 

Todos los empleadores sin excepción estarán en la obligación de descontar 

bien sea de su salario, contrato, prestación de servicios, honorarios o cualquier 

actividad comercial, financiera u otra a las personas que se encuentren inscritas 

en el sistema, solo bastará con ingresar los nombres o número de identificación, 

para que el sistema le indique si está o no sentenciado por el delito de inasistencia 

alimentaria, será un deber de los empleadores exigir a las personas que contraten 

una certificación del Sistema integral de información de la protección social 

(SISPRO) y al mismo tiempo constatar si cumplen con ese requisito, deberán 

verificar cada mes en el sistema quienes de sus empleados habituales se 

encuentran incursos en la base de datos o quienes hayan salido del mismo por la 

terminación legítima de esa obligación. 

 

Sin embargo somos conscientes que con ésta propuesta no terminará 

definitivamente el problema, es apenas natural que algunas personas no se acojan 

a este sistema, especialmente los trabajadores independientes que es donde 

creemos existe mayor dificultad, para ello se entraría a operar como ultima ratio la 



prisión intramural, hemos creído que definitivamente va a ser un sector muy 

inferior al que hoy se maneja en este tipo de delitos. Pero aún así habrá mayor 

efectividad en los alimentos de los menores de edad y se evitará muchos casos 

que hoy se encuentran en la impunidad debido al diseño de la estructura judicial. 

 

De acuerdo a un informe de la revista semana, publicado el 16 de septiembre 

de 2014, señala que Colombia es el tercer país de América Latina en población 

carcelaria e indica que cada interno le cuesta al Estado anualmente $13.336.449. 

De otro lado la inasistencia alimentaria es el tercer delito que causa mayor 

apertura de investigaciones en la Fiscalía, “por encima de homicidios, secuestros y 

narcotráfico, y solo debajo de hurto y lesiones”. Si comparamos los internos que 

existen hoy en los centros carcelarios y penitenciarios del país y al mismo tiempo 

le sumamos a cada uno la cifra de $13.336.449 anuales, podemos advertir que el 

gasto público de funcionamiento y gastos generales de éstas personas es muy 

alto para el Estado. 

 

Consecuente con lo anterior existe otra dificultad ya mencionada y que es 

anexa al delito de la inasistencia alimentaria, que afecta delicadamente los 

intereses de la sociedad, en especial aquellas personas que se encuentran 

privadas de la libertad en un establecimiento carcelario o penitenciario, éste es 

uno de los delitos actuales de mayor impacto en Colombia, con un número 

importante de ciudadanos que en su mayoría están en capacidad de cumplir con 

la obligación sin necesidad de terminar lamentablemente en una prisión, donde 

cada interno le genera un costo muy alto a la sociedad y adicional a ello el 

constante y creciente hacinamiento en los sitios de reclusión del país6. Al respecto 

indicó la Corte Constitucional mediante sentencia T-388 de 2013 lo siguiente: 

 

“La violencia al interior de las prisiones es un asunto que 

compete a muchos sistemas penitenciarios y carcelarios en el 

                                                           
6 Informe estadístico 2016, No. 1 INPEC 



mundo, pero en especial a aquellos que se encuentran en situación 

de hacinamiento. La sobrepoblación carcelaria, por sí misma, 

propicia la violencia. El hacinamiento penitenciario y carcelario lleva a 

la escasez de los bienes y servicios más básicos al interior de las 

cárceles, como un lugar para dormir. Esto lleva a que la corrupción y 

la necesidad generen un mercado ilegal, alterno, en el cual se 

negocian esos bienes básicos escasos que el Estado debería 

garantizar a una persona, especialmente por el hecho de estar 

privada de la libertad bajo su control y sujeción”.  

 

 

DISCUSIÓN 

 

La inasistencia alimentaria en Colombia está en una etapa crítica donde se 

ha considerado excluirlo del ordenamiento penal, estas condiciones han generado 

diversas discusiones de tipo académico, jurídico y hasta legislativo, resulta en 

ocasiones cuestionables las decisiones judiciales imponiéndose medidas 

represivas sin demostrar previamente la línea de parentesco y en ocasiones sin la 

verificación de la capacidad de pago por parte de los presuntos infractores.  

 

Los graves problemas ocasionados por este delito son de una dimensión 

mayor, bajo el entendido que al ser sometidas a una pena de prisión se 

desatienden todas las necesidades de una persona empezando por la pérdida de 

la familia, la fuente de empleo es otro detrimento que sobrelleva el culpable de la 

pena, es quizá uno de los delitos de mayor impacto que se le causa a la unidad 

familiar, la obligación de dar alimentos es ineludible, jamás nunca se pretende 

justificar esa conducta, pero si encontrar los mecanismos idóneos para cumplir 

con la obligación. 

 

En Colombia el sistema judicial es precario y para nadie es desconocido que 

mientras unos procesos se vuelven lentos y eternos en los despachos judiciales 



otros de la misma categoría o entidad se desarrollan con la mayor diligencia, 

generando inseguridad y como consecuencia permitiendo el flagelo de la 

impunidad; el delito de inasistencia alimentaria no es un caso aislado pero 

debemos advertir nuevamente que se trata de derechos fundamentales de las 

personas y cabe recabar que se trata de un delito donde está involucrada la 

familia. 

 

Es importante resaltar que las normas supraconstitucionales, la misma 

constitución política colombiana, las leyes y demás normas nos indican que los 

derechos de los niños, niñas y adolescentes prevalecen sobre los derechos de las 

demás personas, a partir de allí la necesidad de acudir a procedimientos 

alternativos donde además de hacerse efectivo el reconocimiento de dar alimentos 

por quien está obligado, gocen de los beneficios que por derecho le corresponde a 

tener una familia donde pueda crecer y desarrollar sus habilidades a formarse 

dentro de un ambiente sano y amable, a gozar de sus derechos y cumplir con las 

obligaciones que le imponga la sociedad para conservar un sistema de vida ideal 

en su futuro. 

 

El Estado colombiano lejos de alcanzar una medida efectiva para solucionar  

la conducta punible de inasistencia alimentaria con la pena de prisión, cada vez la 

agrava más, se conoce que la verdadera utilidad de la medida es la obligación 

legal de dar alimentos, sin embargo además de esta sustracción surge para el 

infractor efectos colaterales que dañan sus derechos más fundamentales y que 

finalmente queda el sinsabor de dar un tratamiento efectivo por parte del derecho 

penal. 
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